
[62] Ver informe secretarial del 15 de noviembre de 2018 a folio 43 del cuaderno 3 del
expediente T-6.603.198.

[63] Ver folios 56 a 70 del cuaderno 3 del expediente.

[64] Este documento fue recibido luego de poner en consideración de la Sala de Revisión el
presente proyecto de sentencia.

[65] Corte Constitucional. Sentencia T-151 de 2017 (MP. Alejandro Linares Cantillo).

[66] Corte Constitucional. Sentencia T-151 de 2017 (MP. Alejandro Linares Cantillo).

[67] Protección que no solo ha sido por nuestra Carta Política sino también por distintos tratados
internacionales suscritos por Colombia, como la Declaración de los derechos del deficiente
mental aprobada por la ONU en 1971, la Declaración de los derechos de las personas con
limitación, aprobada por la Resolución 3447 en 1975 de la ONU, la Resolución 48/96 del 20 de
diciembre de 1993 de la Asamblea General de Naciones Unidas, sobre "Normas Uniformes sobre
la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad", la Convención
Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas
con Discapacidad", la Recomendación 168 de la OIT, el Convenio 159 de la OIT, la Declaración
de Sund Berg de Torremolinos de la UNESCO en 1981, la Declaración de las Naciones Unidas
para las personas con limitación de 1983, entre otras. (Ver sentencia T-198 de 2006 (MP Marco
Gerardo Monroy Cabra).

[68] Corte Constitucional. Sentencia T-613 de 2011 (MP Mauricio González Cuervo).

[69] Corte Constitucional. Sentencia T-217 de 2014 (MP María Victoria Calle Correa).

[70] Ver entre otras, las sentencias T-141 de 1993 (MP. Vladimiro Naranjo Mesa); T-568 de
1996 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz), T-119 de 1997 (MP. Eduardo Cifuentes Muñoz); T-426
de 1998 (MP. Alejandro Martínez Caballero); T-961 de 2002 (MP. Eduardo Montealegre
Lynett); T-291 de 2005 (MP. Manuel José Cepeda); T-898A de 2006 (MP. Marco Gerardo
Monroy); T-699 de 2010 (MP. Gabriel Eduardo Mendoza); T-1097 de 2012 (MP. Luis Ernesto
Vargas Silva. AV. SV. Mauricio González Cuervo).

[71] Ver entre otras las sentencias T-1040 de 2001 (MP. Rodrigo Escobar Gil); T-351 de 2003
(MP. Rodrigo Escobar Gil); T-198 de 2006 (MP. Marco Gerardo Monroy); T-962 de 2008 (MP.
Jaime Araujo Rentería); T-002 de 2011 (MP. Mauricio González Cuervo); T-901 de 2013 (MP.
María Victoria Calle); T-141 de 2016 (MP. Alejandro Linares Cantillo).

[72] Ver entre otras las Sentencias T-029 de 2004 (MP. Álvaro Tafur Galvis); T-323 de 2005
(MP. Humberto Sierra Porto); T-249 de 2008 (MP. Jaime Córdoba Triviño); T-043 de 2010
(MP. Nilson Pinilla Pinilla. AV. Humberto Sierra Porto); T-220 de 2012 (MP. Mauricio
González Cuervo); T-123 de 2016 (MP. Luis Ernesto Vargas. SV. Luis Guillermo Guerrero).

[73] Ver entre otras las sentencias T-792 de 2004 (MP Jaime Araújo Rentería); T-182 de 2005
(MP. Álvaro Tafur Galvis); T-593 de 2006 MP. Clara Inés Vargas); T-384 de 2007 (MP. Manuel
José Cepeda); T-992 de 2012 (MP. María Victoria Calle); T-326 de 2014 (MP. María Victoria
Calle).

[74] Corte Constitucional. Sentencia T-002 de 2011 (MP Mauricio González Cuervo).



[75] Corte Constitucional. Sentencia T-1040 de 2001 (MP. Rodrigo Escobar Gil). En esta
oportunidad la Corte indicó que esta protección implica "(i) el derecho a conservar el empleo; (ii)
a no ser despedido en razón de la situación de vulnerabilidad; (iii) a permanecer en el empleo
hasta que se requiera y siempre y cuando que no se configura una causal objetiva que conlleve a
la desvinculación del mismo y; (iv) a que la autoridad laboral competente autorice el despido,
con la previa verificación de la estructuración de la causal objetiva, no relacionada con la
situación de vulnerabilidad del trabajador." Esta posición ha sido reiterada en varias
oportunidades, en las sentencias T-519 de 2003 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra), T-198 de
2006 (Marco Gerardo Monroy Cabra), T-361 de 2008 (MP Nilson Pinilla Pinilla), T-263 de 2009
(MP Luis Ernesto Vargas Silva), T-784 de 2009 (MP María Victoria Calle Correa), T-050 de
2011 (MP María Victoria Calle Correa) T-587 de 2012 (MP Adriana Guillén) y SU-049 de 2017
(MP. María Victoria Calle Correa. SPV Alejandro Linares Cantillo, Luis Guillermo Guerrero
Pérez y Gloria Ortiz Delgado).

[76] Constitución Política, artículo 1º: "Colombia es un Estado social de derecho, organizado en
forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales,
democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo
y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general".

[77] Constitución Política. Artículo 13. (...) "[Inciso 2º] El Estado promoverá las condiciones
para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o
marginados. [Inciso 3º] El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su
condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y
sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan".

[78] Hoy en día, a raíz de la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de Personas
con Discapacidad ratificada por Colombia, se propende por la implementación del modelo social
de discapacidad, según el cual las personas sufren de limitaciones para desarrollarse plenamente
como miembros de la sociedad a raíz de los límites que les impone su entorno, lo que tiene como
consecuencia que dejen de considerarse dichas limitaciones como inherentes a la persona. Al
respecto ver las sentencias C-458 de 2015 MP Gloria Ortiz Delgado (SV. Luis Guillermo
Guerrero y Gabriel Eduardo Mendoza) y C-659 de 2016 (MP Aquiles Arrieta Gómez).

[79] Declarada exequible mediante la Sentencia C-293 de 2010 (MP. Nilson Pinilla Pinilla).

[80] Ley Estatutaria "Por medio de la cual se establecen las disposiciones para garantizar el
pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad".

[81] Corte Constitucional. Sentencia SU-049 de 2017 (MP. María Victoria Calle Correa. SPV
Alejandro Linares Cantillo, Luis Guillermo Guerrero Pérez y Gloria Ortiz Delgado).

[82] Corte Constitucional. Sentencia T-520 de 2017 (MP. Alejandro Linares Cantillo).

[83] Tal como se reconoció en la Sentencia T-040 de 2016, algunos magistrados han disentido de
esta doctrina reiterada por la mayoría de las Salas de Revisión de la Corte Constitucional, por
considerar que "es diferente la protección brindada a las personas discapacitadas -que se
entienden calificadas-, a la protección otorgada a las personas en situación de debilidad
manifiesta, quienes si bien no han sido calificadas ven disminuido su estado de salud. De esta
manera, (i) la estabilidad reforzada del primer grupo se otorga en aplicación de la Ley 361 de
1997 y por tanto, ante el despido de una persona calificada como discapacitada sin la
autorización de la autoridad laboral competente, procede el pago de la indemnización prevista en



la Ley y el reintegro correspondiente. (ii) Respecto del segundo grupo, su protección no se
desprende de la ley sino directamente de la Constitución, por ello, al comprobarse el despido de
una persona en debilidad manifiesta no es procedente el pago de una indemnización sino
simplemente el reintegro, teniendo en cuenta que la sanción se genera por la presunción
contenida en la ley". Esta discusión fue zanjada en la sentencia SU-049 de 2017 (MP: María
Victoria Calle Correa. SPV Alejandro Linares Cantillo, Luis Guillermo Guerrero Pérez y Gloria
Ortiz Delgado) en la que se concluyó que "5.14. Una vez las personas contraen una enfermedad,
o presentan por cualquier causa (accidente de trabajo o común) una afectación médica de sus
funciones, que les impida o dificulte sustancialmente el desempeño de sus labores en
condiciones regulares, se ha constatado de manera objetiva que experimentan una situación
constitucional de debilidad manifiesta, y se exponen a la discriminación. La Constitución prevé
contra prácticas de esta naturaleza, que degradan al ser humano a la condición de un bien
económico, medidas de protección, conforme a la Ley 361 de 1997. En consecuencia, los
contratantes y empleadores deben contar, en estos casos, con una autorización de la oficina del
Trabajo, que certifique la concurrencia de una causa constitucionalmente justificable de
finalización del vínculo. De lo contrario procede no solo la declaratoria de ineficacia de la
terminación del contrato, sino además el reintegro o la renovación del mismo, así como la
indemnización de 180 días de remuneración salarial o sus equivalentes. || 5.15. Esta protección,
por lo demás, no aplica únicamente a las relaciones laborales de carácter dependiente, sino que
se extiende a los contratos de prestación de servicios independientes propiamente dichos. (...)".

[84] Ver las sentencias T-427 de 1992 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz); T-441 de 1993 (MP José
Gregorio Hernández Galindo); T-576 de 1998 (MP Alejandro Martínez Caballero) y T-826 de
1999 (MP José Gregorio Hernández) entre otras.

[85] Corte Constitucional. Sentencia T-077 de 2014 (MP Mauricio González Cuervo). En esta
oportunidad, la Sala de Revisión reiteró la Sentencia T-519 de 2003 (MP Marco Gerardo
Monroy Cabra) en la cual se fijó el alcance de esta protección.

[86] Corte Constitucional. Sentencia T-576 de 1998 (MP Alejandro Martínez Caballero).

[87] Corte Constitucional. Sentencia T-826 de 1999 (MP José Gregorio Hernández).

[88] Corte Constitucional. Sentencia T-077 de 2014 (MP Mauricio González Cuervo).

[89] Corte Constitucional. Sentencia T-040 de 2016 (MP Alejandro Linares Cantillo. SV Gloria
Ortiz)

[90] Manifestó el actor que a los 9 años de edad fue diagnosticado con fibrosis quística,
enfermedad que según él es "crónica letal y de evolución progresiva hacia el deterioro, de
carácter irreversible, sin posibilidad actual de rehabilitación, sin cura conocida y de pronóstico
reservado." Ver hecho 2.1. de la Sentencia T-040 de 2016 (MP Alejandro Linares Cantillo. SV
Gloria Ortiz).

[91] Al respecto, en la sentencia T-040 de 2016 (MP Alejandro Linares Cantillo. SV Gloria
Ortiz) manifestó la Sala de Revisión que la estabilidad reforzada ha sido aplicada a contratos de
prestación de servicios por varias vías: || "- La primera, señala que la estabilidad laboral
reforzada para personas en situación de debilidad manifiesta por su estado de salud aplica a todas
las  alternativas productivas, incluyendo al contrato de prestación de servicios. Por lo tanto, no es
necesario declarar un contrato realidad y con solo demostrarse la discriminación, se debe ordenar
reintegro y pago de indemnización.||  - La segunda, considera necesario declarar la configuración



de un contrato realidad para luego sí aplicar las reglas de protección reforzada. Probada la
existencia del contrato laboral y la discriminación, se debe ordenar reintegro y pago de
indemnización. En estricto sentido no es un caso de contrato de prestación de servicios. ||  - La
tercera, indica que se debe estudiar la configuración de un contrato realidad, sin embargo, si no
existen elementos probatorios que permitan verificar su configuración, también se debe evaluar
la discriminación.|| En este evento, la relevancia del vínculo se circunscribe a las órdenes que el
juez de tutela debe proferir ante la actuación discriminatoria del empleador o del contratista. De
esta manera, si se demuestra que el contrato de prestación de servicios oculta un verdadero
contrato laboral, y probada la discriminación, las ordenes serán el reintegro y el pago de la
indemnización contenida en la ley (vía 2). Contrario sensu, si no se configura un contrato de
trabajo, pero se prueba la discriminación, la órdenes estarán dirigidas a buscar que cese la
vulneración de derechos constitucionales de manera inmediata, lo que no implica reintegro y
pago de salarios pues esta orden es propia del contrato de trabajo. || La Sala acoge la tercera
posición por considerar que es la que más se ajusta al mandato constitucional de protección de
las personas en situación de debilidad manifiesta. Así, primero analizará las pruebas obrantes en
el expediente para determinar si el contrato realidad encubría una verdadera relación laboral,
para luego aplicar las reglas correspondientes."

[92] Corte Constitucional. Sentencia T-521 de 2016 (MP. Alejandro Linares Cantillo. AV.
Gabriel Eduardo Mendoza y Gloria Stella Ortiz).

[93] En este caso, se citan las sentencias T-461 de 2015 (MP. Myriam Ávila Roldán), T-674 de
2014 (MP. Jorge Iván Palacio Palacio), T-878 de 2014 (MP. Jorge Iván Palacio Palacio) y T-440
A de 2012 (MP. Humberto Sierra Porto).

[94] Al respecto, se hace referencia a la sentencia T-420 de 2015 (MP. Myriam Ávila Roldán)
 en la cual se estableció como un presupuesto necesario para la protección de la estabilidad
laboral reforzada, la exigencia de que el empleador conociera de los padecimientos de salud
sufridos por el trabajador. Para la Corte "(...) la garantía del derecho a la estabilidad laboral de un
trabajador que presenta alguna limitación física, sensorial o psíquica implica la constatación de
los siguientes presupuestos: (i) que el trabajador presente una limitación física, sensorial o
psíquica (ii) que el empleador tenga conocimiento de aquella situación (iii) que el despido se
produzca sin autorización del Ministerio del Trabajo" Sin embargo, en la sentencia T-029 de
2016 (MP. Alberto Rojas Ríos) se declaró que de manera excepcional y sólo cuando las
circunstancias del caso lo ameriten, el juez de tutela puede ordenar el reintegro así el empleador
no tuviera conocimiento de la situación de salud del trabajador, pero no con el fin de evitar una
discriminación, sino para garantizar la continuidad en el tratamiento de salud y la eficacia del
principio de solidaridad. En su momento se indicó que: "En vista de ello, el derecho a la
estabilidad laboral reforzada de que son titulares los trabajadores que se hallen en estas
condiciones, apareja para los empleadores el deber insoslayable de actuar con solidaridad, como
se indicó en precedencia al abordar la protección que les asiste a las mujeres embarazadas, pese
al desconocimiento del estado de gravidez por parte patrono".

[95] Aunque en principio los casos analizados se circunscribían a eventos en los cuales mediaba
un contrato de trabajo (ver entre otras, las sentencias T-1040 de 2001 (MP Rodrigo Escobar Gil);
T-519 de 2003 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra); T-198 de 2006 (MP Marco Gerardo
Monroy Cabra) y T-1038 de 2007 (MP Humberto Sierra Porto), la jurisprudencia de esta
Corporación ha aplicado esta protección a todas las relaciones que tienen derechos laborales
constitucionales inmersos, entre ellas, el contrato de prestación de servicios. Sin embargo, esta



aplicación no era uniforme, toda vez que en algunas providencias las Salas de Revisión
consideraron declarar la existencia de un contrato realidad antes de otorgar la protección
constitucional y en otras, este análisis no fue necesario para conceder el amparo. (Ver entre otras,
las sentencias T-490 de 2010 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. SPV. Luis Ernesto Vargas), T-
292 de 2011 (MP Luis Ernesto Vargas Silva. SPV Mauricio González), T-988 de 2012 (MP
María Victoria Calle Correa), T-761A de 2013 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), T-144 de
2014 (MP Alberto Rojas Ríos), T-040 de 2016 (MP Alejandro Linares Cantillo. SV Gloria
Ortiz)).

[96] "Sentencia T-881 de 2012. En esa oportunidad, la Sala Primera de Revisión debía resolver
el caso de una persona que fue desvinculada mientras se encontraba en condiciones de debilidad
manifiesta, en el contexto de un "contrato de aprendizaje". En vista de que este último tenía
características legales y contractuales que permitían diferenciarlo, conforme a la jurisprudencia
constitucional, del contrato laboral en sentido estricto, la Corte señaló que en vez de hablar de
derecho fundamental a la estabilidad laboral reforzada se haría "referencia al derecho a la
estabilidad ocupacional reforzada". En ese caso concedió la tutela de este derecho."

[97] Corte Constitucional. Sentencia SU-049 de 2017 (MP. María Victoria Calle Correa. SPV
Alejandro Linares Cantillo, Luis Guillermo Guerrero Pérez y Gloria Ortiz Delgado).

[98] Ibidem.

[99] El actor Uriel Alfonso Roa Osorio fue calificado con un porcentaje de pérdida de capacidad
laboral equivalente al 88.75% con fecha de estructuración el 25 de abril de 2008 y recibe una
pensión por un salario mínimo legal mensual vigente. (ver certificados de seguros de vida Alfa
S.A. a folios 36 y 37 del cuaderno principal del expediente).

[100] La carencia actual de objeto, de conformidad con la jurisprudencia constitucional, se
presenta en tres hipótesis: (i) cuando existe un hecho superado, (ii) se presenta un daño
consumado, o (iii) acaece un hecho sobreviniente. En lo que respecta a la carencia actual de
objeto por hecho superado, "este Tribunal en su jurisprudencia ha señalado que se configura
cuando como producto de la acción u omisión de la entidad accionada, se satisface por completo
la petición contenida en la acción de tutela, entre el término de la interposición de la acción de
tutela y el fallo de la misma" (Sentencia T-363 de 2017 MP: Alberto Rojas Ríos. Sobre el tema
se pueden consultar las siguientes sentencias, entre otras: T-314 de 2011; T-640 de 2011; T-199
de 2011; T-612 de 2012; T-697 de 2012; T-874 de 2013).

[101] Historia clínica visible a folios 15 a 23 del cuaderno principal del expediente.

[102] En el escrito de contestación se advierte la impresión del cuadro de incapacidades de la
accionante. Ver folio 43 del cuaderno principal del expediente.

[103] Visible a folio 27 del cuaderno principal del expediente. La accionante solicita que se le
informen los motivos de la terminación del contrato.

[104] No existe prueba que permita establecer si se pagó indemnización por terminación
unilateral.

[105] Ver folios 16 y 17 del cuaderno principal del expediente. Al respecto, es necesario aclarar
que la historia clínica no indica fecha de cita de control.



[106] Ver copia del contrato de trabajo suscrito entre las partes a folio 56 del cuaderno principal
del expediente.

[107] Ver folio 24 del cuaderno 2 del expediente.

[108] Ver folio 10 del cuaderno principal del expediente.

[109] Ver folios 19-20 del cuaderno principal del expediente.

[110] Ver folios 30 del cuaderno principal del expediente y 34 del cuaderno 2 del expediente. De
conformidad con la manifestación hecha por la accionante, la señora Laura Blandón era
enfermera de salud ocupacional de la empresa St. Even S.A.

[111] Ver folios 78 a 81 del cuaderno principal del expediente.

[112] Ver folios 23 a 31 del cuaderno principal del expediente.

[113] Ver historia clínica a folios 32 a 48 del cuaderno principal del expediente.

[114] Ver folios 15 a 19 del cuaderno principal del expediente

[115] Ver folios 20 a 22 del cuaderno principal del expediente.
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